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EN LO PRINCIPAL   : Recurso de Reposicio n 

EN EL PRIMER OTROSÍ : En Subsidio, Recurso Jerá rquico 

EN EL SEGUNDO OTROSÍ : Suspensio n del Plázo párá Presentár Descárgos  

 

SEÑOR DANIEL GARCÉS PAREDES 

JEFE DE LA DIVISIÓN DE SANCIÓN Y CUMPLIMIENTO 

SUPERINTENDENCIA DEL MEDIO AMBIENTE 

 

Alejándro Ruiz Fábres, ce dulá de identidád N° 10.734.804-2, en representácio n de El Corrálillo 

SpA, R.U.T. N° 76.821.485-9, todos con domicilio párá estos efectos en Pid-pid S/N, comuná de 

Cástro, Regio n de Los Lágos, en procedimiento sáncionátorio Rol N° D-041-2023, vengo en 

solicitár respetuosámente á Ud.: 

Que, dentro del plázo legál estáblecido en el ártí culo 59 de la Ley Nº 19.880, que 

establece Bases de los Procedimientos Administrativos que Rige los Actos de los Órganos de la 

Administración del Estado, vengo en interponer recurso de reposicio n en contrá de Resolucio n 

Exentá N° 7 de 22 de octubre de 2024 (lá ‘Res. Ex. Nº 7’), dictádá por el Sen or Dániel Gárce s 

Páredes, Jefe de lá Divisio n de Sáncio n y Cumplimiento, por lás consideráciones de hecho y de 

derecho que páso á exponer. 

I. Acción, Plazo y Procedencia. 

Lá disposicio n individuálizádá precedentemente estáblece lo siguiente en su primer 

inciso, párte primerá: 

Artículo 59. Procedencia. El recurso de reposición se interpondrá dentro del plazo de cinco 

días ante el mismo órgano que dictó el acto que se impugna (…). 

Se trátá de un recurso de áplicácio n generál y que tiene por objeto que el o rgáno que 

dicto  el ácto ádministrátivo impugnádo reconsidere su decisio n á lá luz de los árgumentos 

expuestos por lá párte áfectádá. 

En el presente cáso, el ácto ádministrátivo que se pide seá reconsiderádo constituye, 

conforme jurisprudenciá judiciál lárgámente ásentádá, un ácto trá mite cuálificádo en los 

te rminos del ártí culo 15 inciso segundo del cuerpo legál citádo, por lo que su presentácio n en 

está sede resultá plenámente procedente. En efecto, lá resolucio n que recházá un PDC, má xime 
cuándo se procede de pláno, es susceptible de producir indefensio n. 

Si á lo ánterior se ágregá que el ácto fue notificádo el dí á siguiente á su dictácio n, se 

puede concluir que está reposicio n se está  plánteándo dentro del plázo legál estáblecido. 

II. Cuestión Previa. 

Atendidos los ántecedentes del cáso que constán en el expediente ádministrátivo 

individuálizádo, no es posible soslayar que la Res. Ex. Nº 7 importa un incumplimiento 
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flagrante de la Sentencia del I. Tercer Tribunal Ambiental en Causa Rol R-35/2023, de 11 

de ábril de 2024. 

En efecto, hábiendo intervenido un o rgáno que ejerce jurisdiccio n, como lo es dicho 

Tribunál, el cumplimiento de lo resuelto mediánte sentenciá definitivá, que se encuentrá 
certificádá por áque l como firme o ejecutoriádá, no es fácultátivo párá el o rgáno requerido, en 

este cáso lá Superintendenciá del Medio Ambiente. Por el contrário, lá ejecucio n de lo 

mándátádo, tánto en lá formá como en el fondo por el I. Tercer Tribunál Ambientál, resultá del 

todo vinculánte párá el ente fiscálizádor. Su incumplimiento importá el quebrántámiento del 

Estádo de Derecho tál cuál há sido concebido, que en este cáso obligá indefectiblemente á los 

o rgános de lá Administrácio n del Estádo á cumplir lo ordenádo por los Tribunáles de Justiciá. 

Con so lo revisár lá Res. Ex. Nº 7 es posible constátár que ellá se fundámentá en las 

mismas causales de rechazo que lá Resolucio n Exentá Nº 4, de 17 de julio de 2023, lá cuál fue 

dejádá sin efecto por lá sentenciá individuálizádá. 

Lá Superintendenciá del Medio Ambiente puede estár en desácuerdo con dicho fállo, 

ánte lo cuál pudo háber presentádo un recurso de cásácio n en su contrá. Pero no lo hizo, por lo 

que se subentiende su conformidád con lá decisio n ádoptádá, no teniendo má s álternátivá que, 

en el ejercicio de sus potestádes legáles, ejecutárlá siguiendo lo lineámientos que le entrego  el 

Tribunál en lá párte considerátivá de lá sentenciá. 

El Corrálillo SpA ejercerá  lás ácciones legáles necesáriás que estime conducentes párá 

restáblecer el imperio del Derecho, que en este cáso está  siendo párádojálmente violentádo 

desde lá propiá Administrácio n del Estádo. 

III. Argumentos que Conducen a Dejar Sin Efecto la Res. Ex. Nº 7. 

Si bien el corto tiempo que lá Ley dispone párá reponer de un ácto ádministrátivo, 

sumádo á lá náturálezá reconsiderátivá propiá del recurso, impiden ágotár lás álegáciones que 

el áfectádo tengá á ese respecto, imposibilitándo hácer un áná lisis exháustivo sobre todás y cádá 

uná de lás rázones que sirven de sustento ál pronunciámiento, á continuácio n se desárrollán 

áquellás que se considerán párticulármente ágráviántes de lá decisio n cuestionádá. 

Ello que no es o bice párá que, en el cáso que está pretensio n háyá de ser nuevámente 

plánteádá en sede judiciál, se ámplí en en ellá dichás álegáciones en lá medidá que resulten 

coherentes con lá pretensio n plánteádá, conforme lo hán estáblecido los Tribunáles de Justiciá 

cuándo se hán referido á lá desviácio n procesál y ál principio de congruenciá. 

1. El Ilustre Tercer Tribunal Ambiental se pronunció con claridad. 

Lá Jurisdiccio n Especiálizádá, convocádá á pronunciárse sobre el párticulár, resolvio  

dejár sin efecto uná serie de áctuáciones de lá Superintendenciá del Medio Ambiente (lá ‘SMA’) 

en el márco del procedimiento sáncionátorio Rol N° D-041-2023, por considerárlás ilegáles. 

Entre los considerándos trige simo cuárto á cuádráge simo de su sentenciá, el Tribunál 

entregá lá fundámentácio n de lá decisio n que ádoptá. Asimismo, estáblece de modo expreso que 

ellos deben orientár en lo sucesivo lá áccio n de lá SMA. 
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En árás de fácilitár dichá áctividád ádministrátivá, este sujeto reguládo presento , con 

fechá 24 de máyo pásádo, un escrito en donde sintetizá lo medulár de dichos rázonámientos, lo 

cuál se replicá á continuácio n: 

▪ No resultá rázonáble exigir como medidá de áccio n eficáz párá volver ál estádo de 
cumplimiento, lá eváluácio n ámbientál de lá plántá de trátámiento de Riles, dádo que 

todás lás fáses del proyecto, incluidá lá fáse de cierre, yá se ejecutáron; resultándo á lá 

postre incoherente requerir lá eváluácio n ámbientál de está áctividád especí ficá, 

considerándo su estádo de ejecucio n (Considerándo 34). 

 

▪ En lá prá cticá ádministrátivá de lá SMA el recházo “de pláno” del PdC resultá 

excepcionál. Por ello, y ál ádoptárse uná decisio n excepcionál, lá SMA debe cumplir con 

un máyor está ndár de fundámentácio n. En este cáso concreto, lá SMA se álejá de su 

prá cticá ádministrátivá, y decide recházár de pláno el PdC presentádo por el Mátádero 

El Corrálillo, áfectándo lá motivácio n del ácto ádministrátivo (Considerándo 39). 

En báse á lo ánterior, el Tribunál estimo  que el vicio constátádo en lá determinácio n de 

recházár de pláno el PdC del Mátádero El Corrálillo resultábá esenciál dádo que recáyo  sobre su 
fundámentácio n, en cuánto á no contár con motivos rázonábles y suficientes párá exigir como 

u nicá áccio n eficáz de retorno ál cumplimiento el ingreso del proyecto ál SEIA, generándo un 

perjuicio ál interesádo, ál reiniciárse lá trámitácio n del procedimiento sáncionátorio de formá 

injustificádá (Considerándo 41 primerá párte). 

Como corolário de lo ánterior, se resolvio  ácoger lá reclámácio n “[…] solo en cuanto a lo 

resuelto en el considerando Cuadragésimo primero, esto es, por estimarse que el acto reclamado 

no se encuentra debidamente motivado, y, en consecuencia, se anulan las resoluciones reclamadas, 

y se ordena a la SMA pronunciarse sobre el PdC presentado por el titular […]”. El áludido 

considerándo sen álá, en lo relevánte, que “[…] el Tribunal acogerá la reclamación, pero sólo en 

el sentido de reenviar los antecedentes a la autoridad administrativa para que […] se pronuncie 

nuevamente sobre el PdC presentado por el titular, determinando, en el ejercicio de sus facultades 

y de forma motivada, si procede aprobar, formular observaciones o rechazar de plano el PdC”. 

Lá SMA, lejos de dár cumplimiento á lo ordenádo por el Tribunál, se áferrá á lá expresio n 

‘solo en cuánto’ párá interpretár errádámente que lá nulidád declárádá es ácotádá, cuándo en 

reálidád se refiere á lás dos resoluciones centráles del procedimiento. Má s áun, el Tribunál se 

dá el trábájo de eláborár látámente sobre áquellás cuestiones que revisten el cárá cter de 

ilegálidádes y de árbitráriedádes por cárecer de uná debidá motivácio n. Asimismo, dá sen áles 

clárás y explí citás á lá Administrácio n ácercá de lá formá de cumplir el fállo. 

Nádá de eso ocurrio . Lá SMA tomo  exáctámente los mismos elementos1 que hábí á 

considerádo párá recházár originálmente -Res. Ex. Nº 4- párá volver á recházár de pláno. 

Evidentemente desde el punto de vistá formál, los nuevos rázonámientos presentán álgunos 

ájustes de orden y de e nfásis. Pero desde lo sustántivo son esenciálmente lo mismo. 

 

 
1 Elusio n de lá responsábilidád, áprovechámiento de lá infráccio n, incumplimiento de los criterios de 
integridád y de eficáciá. 
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2. Las Sentencias de Tribunales Ambientales tienen fuerza obligatoria para la 

Administración, en lo resolutivo y también en lo considerativo. 

Tál como se enuncio  en el ácá pite ánterior, lás sentenciás de Tribunáles Ambientáles 

tienen fuerzá obligátoriá párá lá SMA, no so lo, como pretende hácer ver lá Res. Ex. Nº 7, en lo 
formál y resolutivo de áque llás, sino que támbie n en lo considerátivo. 

Siguiendo lá tesis que promueve lá SMA, uná vez cumplidá lá eventuál orden directá de 

ánulácio n impártidá en lo resolutivo, nádá impide que los o rgános de lá Administrácio n puedán 

efectuár uná revisio n del fondo ex novo de sus decisiones, que incluirí á los áspectos sobre los 

cuáles lá Judicáturá yá se pronuncio . Y, consecuentemente, de ello derivárí á que los 

rázonámientos jurí dicos y te cnicos vertidos en lo considerátivo de lás sentenciás de los 

Tribunáles Ambientáles no serí án vinculántes. 

Lo sen áládo cárece de todo ásidero jurí dico pues desconoce el rol de lá cosá juzgádá en 

cuánto reglá de cláusurá, que permite concluir lás instánciás de debáte y evitár que áspectos 

que yá fueron resueltos puedán ser reábiertos á discrecio n por párte de lá áutoridád 

ádministrátivá.2  

En tál sentido, lá Ley 20.600 sobre Tribunáles Ambientáles (lá ‘LTA’) no estáblece reglás 

especiáles en relácio n con lá cosá juzgádá áplicábles á sus sentenciás, rázo n por lá cuál “cabe 

entender que rigen al respecto las normas generales sobre la materia”3. Es decir, que por su 

cárá cter de o rgános jurisdiccionáles, sus decisiones son vinculántes, sin ulterior distincio n 

entre lás pártes de un fállo. 

De entenderlo como lo háce lá SMA, en te rminos prá cticos lá sentenciá de un Tribunál 

Ambientál nuncá vinculárí á á lá Administrácio n en cáso de ser ánulátoriá, pues en dicho evento 

podrí á resolver con ilimitádá discrecionálidád en lá nuevá instánciá de revisio n que se debe 

ábrir, con totál prescindenciá de los criterios vertidos en lo considerátivo. Má s áun, está 

interpretácio n llevárí á á un sinfí n de instánciás de revisio n sobre un mismo temá, tál como, 

previsiblemente, podrí á ocurrir en este cáso, donde indefectiblemente el mismo ásunto -de 

seguir un derrotero predecible- debierá desembocár en un nuevo control de legálidád del I. 

Tercer Tribunál Ambientál sobre un ásunto que yá fue resuelto. De áhí  lá relevánciá de que lá 

SMA reviertá este errádo entendimiento. 

Por lo demá s, lá pretensio n de lá SMA támpoco se condice con lo que ocurre en lá 

prá cticá, pues uná mí nimá revisio n de lá jurisprudenciá ádministrátivá ámbientál muestrá que 

lá Administrácio n invocá y citá frecuentemente los fállos no so lo en lo resolutivo, sino que en el 

contenido entregádo en lo considerátivo.4 

 
2 Co digo de Procedimiento Civil, ártí culo 158.  
3 Váldiviá, Jose  Miguel (2015): “Contenido y efectos de lás sentenciás de los Tribunáles Ambientáles”, en: 
Ferrádá et al. La nueva justicia ambiental, Thomson Reuters, Sántiágo, p. 256. 
4 A modo de ejemplo, conside rense lás numerosás referenciás que efectuo  lá Superintendenciá del Medio 
Ambiente á lá sentenciá del Segundo Tribunál Ambientál del 20 de márzo de 2015 en cáusá rol D-2-2013 
ál dictár su Resolucio n Sáncionátoriá posterior (Resolucio n Exentá N°72/ Rol A-002-2013), lás cuáles 
incluyen entre otrás cosás, el cuidádoso extrácto de uná serie de rázonámientos del tribunál á considerár 
ál momento de lá configurácio n de lá infráccio n (seccio n 8.7.1.1.3). Asimismo, lá formá como el Servicio 
de Eváluácio n de lá Regio n de Ayse n, incorporo  lo resuelto por el Tercer Tribunál Ambientál en fechá 28 
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Nuestrá doctriná se há pronunciádo sobre este temá, evidenciándo que lá cosá juzgádá 

se extiende támbie n á áquellos considerándos que justificán lá decisio n que en definitivá se 

ádopte. De este modo, Bordálí  y Hunter áseverán que “A nuestro parecer, debe necesariamente 

entenderse que tanto la parte considerativa como la resolutiva de la sentencia producen el efecto 

de la cosa juzgada. Los argumentos para entender que tanto la parte considerativa como 

resolutiva del fallo producen el efecto de cosa juzgada son de variada índole. En primer lugar, hay 

que tener presente que el proceso de protección contra actos de la Administración del Estado 

funciona como una forma de control jurisdiccional de la actividad de la Administración del Estado. 

Por ello, aunque sea un procedimiento breve y sumario, se debe determinar si la Administración 

actuó ilegal o arbitrariamente vulnerando a su paso derechos fundamentales de las personas que 

presentaron el recurso. Para que se compruebe si existió un actuar correcto o no, es indispensable 

que se tenga en consideración el razonamiento del tribunal, sin lo cual la parte resolutiva no tiene 

efecto práctico”.5 El profesor Távolári sigue lá mismá lí neá.6 

Por u ltimo, lá vinculátoriedád de lás sentenciás de formá integrál emáná del contenido 

mismo de lá LTA, desde que se impone á los Tribunáles Ambientáles un especiál deber de 

fundámentácio n que vá má s állá  de lo dispuesto en el ártí culo 170 del Co digo de Procedimiento 

Civil, obligá ndolos á explicitár áquellás rázones de cárá cter te cnico que se tuvieron en vistá ál 

ádoptár su decisio n. Con ello, serí á un contrásentido que existierá el deber de efectuár uná 

fundámentácio n á está profundidád si lá Administrácio n luego pudierá desátender los motivos 

vertidos en lo considerátivo de lás sentenciás. 

3. El Corralillo SpA no ha eludido su responsabilidad. 

Lá Res. Ex. Nº 7 desárrollá lá supuestá ‘elusio n de lá responsábilidád’ como uno de los 

elementos párá recházár de pláno el PDC presentádo. Al efecto, áfirmá que “[…] el titular intenta 

eludir su responsabilidad, esta vez, asociada a impedir la continuación del procedimiento 

sancionatorio para determinar si su conducta se configura como una infracción del artículo 35 de 

la LOSMA, y en efecto, a impedir una eventual imposición de la sanción por su conducta ilegal. Lo 

anterior, puesto que la empresa presenta un PDC que se estructura sobre la base de una mera 

decisión operacional que genera un impedimento fáctico y temporal que impide dar cumplimiento 

de la normativa considerada como infringida”. Lo ánterior se fundámentárí á, conforme indicá lá 

SMA, en que este sujeto reguládo “[…] era responsable de ejecutar su proyecto de mejoramiento 

ambiental consistente en la planta de tratamiento de RILes, luego de haber obtenido una 

Resolución de Calificación Ambiental favorable […]”.7 

 
de enero 2020 cáusá R-7-2019, su Resolucio n Exentá N°5/2021, sobre el objeto prioritário Estepá 
Jeinimeni – Lágunás de Báhí á Járá.  
5 Bordálí , Andre s y Hunter, Ivá n (2020): Contencioso ádministrátivo ámbientál, Librotecniá, Sántiágo, 
segundá edicio n, pp. 184-185. 
6 Távolári, Ráu l (2000): “Lí mites objetivos á lá cosá juzgádá civil (intento de delimitár lá cuestio n en el 
derecho chileno), en: El proceso en áccio n, Editoriál Libro már, p. 216: “párá cálificár un rázonámiento 
de considerándo resolutivo, debe átenerse á váriás exigenciás: á) Formálmente, debe ubicárse entre lás 
motiváciones del fállo. Su presenciá en lá párte resolutivá excluirí á, en principio, el debáte y conducirí á 
á cálificár lá orácio n como decisio n. b) Sustánciálmente, debe importár un ánticipo efectivo de lá decisio n 
que, por tál puede o no reiterárse, en lo resolutivo. c) Puede contener el estáblecimiento de los hechos 
del pleito o, á lo menos, de áquellos cuyá existenciá representán el fundámento inmediáto de lá 
sentenciá”. 
7 Res. Ex. Nº 7 considerándos 30 y 26. 
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Por lo tánto, lo que háy detrá s de dicho reproche es -nuevámente- el hecho de que, á 

propo sito del Procedimiento de Requerimiento de Ingreso de 2021, El Corrálillo SpA no eváluo  

ámbientálmente el cuestionádo sistemá de trátámiento de Riles, sino que siguio  lá orientácio n 

y guí á de lá SMA Regionál del Los Lágos, que sugirio  dejár de operár en ese momento el sistemá 

de trátámiento de Riles respectivo. Ello provoco  el te rmino del Procedimiento de Requerimiento 

de Ingreso, por pe rdidá de objeto. Así  lo áseverá el propio Superintendente del Medio Ambiente 

en lá resolucio n correlátivá8, cuestio n que á estás álturás no cábe sino respetár como expresio n 

de lá confiánzá legí timá. 

Sin ir má s lejos, en lá -ánuládá judiciálmente- Resolucio n Ex. Nº 4, este áspecto se 

reprochábá en te rminos similáres, ál indicárse que “[…] se trata de medidas cuyo fin es modificar 

los sustentos fácticos de la infracción imputada […]”, observá ndose “un intento por eludir la 

responsabilidad del titular en relación con la normativa imputada como infringida, al presentar 

como acciones del programa de aquellas medidas operacionales adoptadas con mucha 

anterioridad al inicio del procedimiento sancionatorio, en contexto de un procedimiento de 

requerimiento de ingreso, y que tuvieron por objeto dar término a la operación del proyecto, para 

de esta forma evitar su sometimiento al SEIA […]”.9 

Lá reiterácio n de está cáusál por párte de lá SMA párá áhorá volver á recházár el PDC, 

conduce necesáriámente á defenderse de esá ácusácio n de uná formá similár á co mo se há 

hecho hástá áhorá. En primer lugár, se reiterá que El Corrálillo SpA no há intentádo eludir su 

responsábilidád por los cárgos formuládos. En lá u nicá reunio n de ásistenciá ál cumplimiento 

que tuvo lugár en dicho procedimiento10, donde se plánteáron lás ácciones de lá propuestá de 

PDC, jámá s se insinuo  que ellás significárán eludir lá responsábilidád. 

Tál como se sen álo  en el Recurso de Reposicio n interpuesto en contrá de lá Res. Ex. Nº 

4, es evidente que con esto se intentá construir un impedimento párá presentár PDC que no 

tiene ásidero en lá legislácio n ámbientál vigente. Si en está u ltimá resolucio n el foco párá árgu ir 

elusio n de lá responsábilidád estábá puesto en no háber ingresádo ál SEIA, áhorá se colocá en 

háber cesádo lá operácio n del sistemá de trátámiento de Riles. Son dos cárás de uná mismá 

monedá, porque el ‘nuevo’ árgumento en reálidád provoco  que dicho sistemá de trátámiento -á 

estás álturás cerrádo háce má s de 3 án os- no ingresárá ál SEIA. En definitivá, se háce un juego 

de pálábrás párá llegár á exáctámente lo mismo, árgumento que por lo demá s fue expuesto ál I. 

Tercer Tribunál Ambientál y desechádo por e ste. No se comprende lo que se pretende con 

insistir uná y otrá vez en ello, siendo lo sensáto áceptár de uná vez lá verdád judiciál declárádá. 

4. El Corralillo SpA no se aprovechado de la infracción. 

Un segundo áspecto sobre el cuál lá Res. Ex. Nº 7 discurre dice relácio n con un supuesto 

áprovechámiento de lá infráccio n. En este sentido, áfirmá que el titulár “[…] intenta 

aprovecharse de su infracción mediante la aprobación del PDC, pues tras operar 

aproximadamente cuatro años en contravención a la normativa ambiental, decide cesar el 

funcionamiento de su planta de RILes, y desmantelar y retirar totalmente sus estructuras físicas; 

lo cual no solo impide cumplir con la normativa infringida, sino que permite que el titular se ahorre 

 
8 Res. Ex. Nº 2142 de 5 de octubre de 2021, que pone te rmino ál Procedimiento de Requerimiento de 
Ingreso. 
9 Res. Ex. Nº 4, Considerándo 20 y 63. E nfásis ágregádo. 
10 De fechá 11 de ábril de 2023. 
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los costos en que debió haber incurrido en un escenario de cumplimiento de la legalidad durante 

el período infraccional (tales como, la evaluación ambiental del proyecto en elusión, el 

procedimiento de calificación de fuente emisora, o los costos de los muestreos y reportes asociados 

a dicha actividad calificada)”.11 

Uná vez má s, lá SMA reprochá el cierre del sistemá de trátámiento y su fáltá de ingreso 

ál SEIA, máteriás que quedáron zánjádás y resueltás por ví á de sentenciá del I. Tercer Tribunál 

Ambientál. 

Por su párte, lá -ánuládá judiciálmente- Resolucio n Ex. Nº 4 se fundo  támbie n en lá 

mismá cáusál de recházo, ál indicárse que “[…] se aprecia un intento de aprovechamiento de la 

infracción, pues el titular eludió el SEIA, evitó el sometimiento a la norma de emisión establecida 

en el D.S. N° 46/2002 -incluyendo los costos derivados del desarrollo de un proyecto o actividad al 

alero de una autorización que impone estándares operacionales, ambientales y de seguimiento-, y 

generó efectos ambientales producto de dichos incumplimientos. No obstante, y habiendo evitado 

someterse a dichas normas por el periodo en que se mantuvo en infracción, la eventual aprobación 

de este programa implicaría evitar la imposición de una sanción, sin adoptar ninguna medida 

idónea para retornar al cumplimiento normativo y, menos aún, eliminar los efectos negativos 

generados”.12 

Lá reiterácio n de lá mismá cáusál y con ide nticos fundámentos por párte de lá SMA párá 

áhorá volver á recházár el PDC, conduce necesáriámente á defenderse de esá ácusácio n de uná 

formá similár á co mo se há hecho hástá áhorá. En primer lugár, debe decirse que con fechá 11 

de ábril de 2023 se llevo  á cábo reunio n con dicho propo sito, lá cuál incluyo  á 4 representántes 

de lá SMA, donde se explicáron por este sujeto reguládo lás ácciones que se estábán delineándo 

y estructurándo párá incluir en lá propuestá de PDC, no insinuá ndose de modo álguno por nádie 

del nutrido contingente presente que con ellás podí á entenderse que lá empresá estárí á 

intentándo ‘áprovechárse de lá infráccio n’, o álgo cercáno á esá lí neá. 

Lá definicio n que consigná lá Reál Acádemiá Espán olá de lá Lenguá es lá siguiente: 

Aprovecharse: 2. Es muy frecuente su empleo como intransitivo pronominal, con el sentido 

de 'sacar provecho de algo o de alguien, generalmente con astucia o abuso'.13 

Nuevámente cábe preguntárse, ¿co mo puede decirse que El Corrálillo SpA se áprovecho  

de lá infráccio n si, siguiendo lás recomendáciones de ásistenciá ál cumplimiento de lá propiá 
SMA Regio n de Los Lágos, dejo  de operár lá plántá de trátámiento de Riles? ¿no correspondí á 

que los representántes de lá SMA indicárán ví á ásistenciá ál cumpliimiento que con tál áccio n, 

desde su punto de vistá, se producirí á un áprovechámiento de lá infráccio n? 

Está ácusácio n, ál iguál que áquellá referidá á que con lá propuestá de PDC se ‘elude lá 

responsábilidád’, se formulán de mánerá gene ricá y poco fundádá, sustentá ndose u nicámente 

en el hecho de que el sistemá de trátámiento de Riles no se háyá sometido ál SEIA, áccio n que lá 

 
11 Res. Ex. Nº 7 Considerándo 38. 
12 Res. Ex. Nº 4, Considerándo 66. E nfásis ágregádo. 
13 Reál Acádemiá de lá Lenguá Espán olá, Diccionário Pánhispá nico de Dudás 2ª edicio n. E nfásis ágregádo. 
https://www.ráe.es/dpd/áprovechár 

https://www.rae.es/dpd/aprovechar
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propiá SMA hábí á desechádo en 2021.14 Esto es tomádo por el Tribunál en su sentenciá párá 

decir que el proyecto en cuestio n se encuentrá completámente ejecutádo. 

Adicionálmente, áfirmár que El Corrálillo SpA se está  áprovechándo de su infráccio n 

porque hábrí á evádido los costos ásociádos, dejá en evidenciá lá fáltá de entendimiento de lá 
SMA de lá reálidád productivá. El cierre de lá plántá de trátámiento de Riles reporto  costos 

enormes á uná instálácio n menor como e stá, porque significo  deshácerse de todá esá inversio n 

mucho ántes de ámortizárlá. En el PDC se entregán los ántecedentes relátivos á lá solucio n 

álternátivá hábilitádá, que támbie n involucrá costos importántes. Desmántelár uná unidád 

tecnolo gicá y venderlá por pártes importo  uná pe rdidá significátivá párá El Corrálillo SpA. 

En definitivá, y conforme se ánálizárá  en el ácá pite Nº 8, lá SMA entiende que háy un 

áprovechámiento de lá infráccio n desde el momento en que se puede reconocer á este sujeto 

reguládo el derecho á presentár un PDC, sin perjuicio que no existe impedimento legál o 

reglámentário párá sostener esá posicio n. 

5. El PDC presentado no incumple el criterio de integridad. 

Un tercer motivo que se desárrollá párá recházár el PDC -támbie n invocádo en el 

recházo previo- consiste en el supuesto incumplimiento del criterio de integridád. Párá ello, lá 

SMA identificá dos dimensiones del mismo. Por uná párte, en lo que respectá á lá integridád de 

lás ácciones ásociádás á hechos infráccionáles, concluye que ellá se encontrárí á conforme. Pero, 

por otrá párte, referente á lá integridád de lás ácciones ásociádás á los efectos negátivos de lá 

infráccio n, el corolário es el opuesto. 

Párá ello, fundá su áná lisis en los elementos que preliminármente fueron identificádos 

en lá Res. Ex. Nº 1, que contiene lá Formulácio n de Cárgos, y que son los siguientes: (i) efectos 

ásociádos á emisio n de olores molestos, (ii) riesgo de proliferácio n de vectores, y (iii) riesgo de 

contáminácio n de águás subterrá neás. 

De este modo, lá Res. Ex. Nº7 comienzá minimizándo lás implicánciás de que el 

cuestionádo sistemá de trátámiento de Riles contárá con Autorizácio n Sánitáriá otorgádá y 

vigente, yá que está u ltimá “[…] solo daría cuenta del cumplimiento de los requisitos sanitarios 

[…]”15, áfirmácio n que desde yá se ádvierte como poco coherente si es que se considerá que 

tánto uná eventuál emisio n de olores como un riesgo de proliferácio n de vectores constituyen 

lá quintáesenciá de lás competenciás sánitáriás. Por lo demá s, lá resolucio n respectivá16 

consigná expresámente en sus Vistos el cumplimiento por párte del sistemá de trátámiento de 

Riles de El Corrálillo SpA, del Co digo Sánitário y de todás lás normás relevántes en lá máteriá. 

En funcio n de lo ánterior, operá uná presuncio n de legálidád de lá instálácio n con respecto ál 

 
14 III. Conclusiones. 21. En base a lo anteriormente señalado, el Matadero El Corralillo ha dejado de operar 
la planta de tratamiento de RILes, así como también ha terminado con la disposición de los mismos en el 
terreno, por tanto, ya no se encuentra en las hipótesis de ingreso al SEIA establecidas en los subliterales 
o.7.2 y o.7.4 del artículo 3° del Reglamento del SEIA, por lo cual, carece de sentido actualmente requerir 
que dicho proyecto ingrese al aludido sistema, ya que las obras que se encontraban en elusión (planta 
de tratamiento de riles), dejaron de operar, según informó el titular en mayo del año 2021, lo cual fue 
constatado por la Autoridad Sanitaria con fecha 21 de julio de 2021; no habiendo en la actualidad una 
obra en elusión que requiera ser evaluada. (E nfásis ágregádo) 
15 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 59. 
16 Res. Ex. Nº 366 de 13 de ábril de 2017, de lá SEREMI de Sálud Regio n de Los Lágos. 
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objeto reguládo por lá normátivá sánitáriá, por lo que málámente pueden presumirse por lá 

SMA efectos desde meros ‘riesgos’ que fueron identificádos. 

Asimismo, lá SMA intentá desácreditár el Informe de Efectos que fue presentádo en el 

márco de lá trámitácio n de Cáusá Rol R-35-2023 ánte el I. Tercer Tribunál Ambientál, 
refirie ndose á los diversos componentes ámbientáles que fueron ánálizádos en áque l. En 

máteriá de águás subterrá neás, áfirmá que lá “[…] SMA estima que la dimensión espacial no se 

ha justificado debidamente y que presenta inconsistencias técnicas, pues, además del perfil de 

elevación, no se presentó una modelación hidrográfica que justifique el movimiento y dirección de 

los flujos, lo cual, no permite que esta SMA vislumbre debidamente la representatividad de los 

puntos de “aguas arriba” y “aguas abajo”, al no ser posible determinar el flujo de movimiento de 

las aguas subterráneas según los antecedentes presentados”17. Agregá que “[…] el punto de 

muestreo “aguas arriba” presentado por la empresa (C-Pozo profundo APR Pid-pid) se encuentra 

en un “sector hidrogeológico de aprovechamiento común” diferente al sector de la infiltración 

asociada al hecho infraccional, es decir, corresponden a unidades espaciales diferentes14, lo cual, 

da cuenta de una inconsistencia técnica en el análisis”.18 

Por otrá párte, consigán que “[…] no se ha acreditado la profundidad efectiva de estos 

muestreos puntuales” y las muestras respectivas corresponderían “a aguas superficiales, y no a 

aguas subterráneas”19. Asimismo reprochá “que solo se presentan los resultados de muestreos 

puntuales realizados con fecha 10 de septiembre y 5 de octubre de 2023, sin presentar una 

modelación de la dispersión de los contaminantes por el tiempo en que se mantuvo en infracción 

[...]”20, muestreos que “[…] solamente permitirían vislumbrar un escenario reciente, que no refleja 

de manera íntegra los efectos que produjo por la infracción”.21 

Con respecto á lás áseveráciones de lá SMA en máteriá de águás subterrá neás, es 

importánte sen álár que lá incorporácio n de modelos, metodologí ás y/o herrámientás táles 

como modelácio n hidrodiná micá o bien de dispersio n de contáminántes en el á mbito de lá 

hidrogeologí á, tál como lo sen álá, constituyen exigenciás generálmente ásociádás á lá 

cuántificácio n de  lá mágnitud, durácio n y/o extensio n de posibles impáctos identificádos, en el 

márco de lá eváluácio n ámbientál de proyectos de grán envergádurá, lo cuál distá de ser el cáso 

del Mátádero El Corrálillo, que, como es sábido, corresponde á un negocio fámiliár destinádo ál 

fáenámiento de ánimáles. 

Adicionálmente, los pozos incorporádos en el áná lisis de cálidád corresponden á 

áquellos cuyá ubicácio n, existenciá y fáctibilidád de ácceso entregá el territorio que comprende 

los álrededores del sitio, en especí fico, de infiltrácio n de Riles. Inclusive, los pozos A y B 

corresponden, segu n lás lí neás de su escurrimiento proyectádo bibliográ ficámente, á sectores 

de posible áfectácio n inmediátá. En tál sentido, los resultádos de cálidád de águás 

subsuperficiáles y subterrá neás presentán en lá totálidád de los párá metros niveles por debájo 

de los umbráles estáblecidos por lá NCh 1333 e inclusive por lá NCh 409 de águá potáble, párá 
el periodo septiembre y octubre de 2023. 

 
17 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 64.1. 
18 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 64.2. 
19 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 64.3. 
20 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 64.4. 
21 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 64.5. 
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Por lo tánto, en funcio n de lá e pocá de presentácio n de los ántecedentes que ácompán án 

ál PdC en revisio n, lás metodologí ás de áná lisis utilizádás táles como: (i) inspeccio n visuál de 

constátácio n de hechos y (ii) tomá de muestrás de águá subterrá neá y subsuperficiál en lás 

á reás de posible impácto ál sitio de emplázámiento de lá infiltrácio n de RILes, resultán 

plenámente representátivás y entregán uná visio n reál del estádo áctuál de ellás, siendo posible 

descártár álguná posible áfectácio n producto de lá infiltrácio n de Riles duránte el periodo de 

formulácio n de cárgos. 

Con relácio n ál componente suelo, florá y vegetácio n, lá SMA impugná que el “[…] 

informe no permite sostener un descarte de efectos negativos sobre el suelo, dado que no existió 

un análisis fisicoquímico del suelo”22, espetándo de mánerá gene ricá que “[…] es necesario contar 

con mayores estudios respecto de la calidad del suelo, pues, no existe certeza de la dispersión de 

las infiltraciones realizadas ni de las propiedades fisicoquímicas del componente”.23 

Con respecto á uná posible contáminácio n del componente suelo y á uná áfectácio n á lá 

florá y vegetácio n, si bien no se puede determinár el estádo de estos retroáctivámente ál tiempo 

de lá infráccio n, todá lá evidenciá recábádá en terreno ápuntá á que no existen efectos negátivos 

evidenciábles como consecuenciá de áque llá. De este modo, tánto lá inspeccio n visuál de lá 

vegetácio n, del suelo y el áná lisis de águás subterrá neás dán cuentá de un buen estádo 

ámbientál, lo cuál constituye pruebá suficiente párá desestimár lá necesidád de recábár 

máyores ántecedentes párá el descárte de efectos, táles como un áná lisis fisicoquí mico, dádos 

los esfuerzos te cnicos desproporcionádos que esto supondrí á y que, ál iguál que los demá s 

ántecedentes presentádos, solo permitirí án entregár informácio n ácercá del estádo de los 

componentes ál momento de lá inspeccio n en terreno, con lá plántá yá desmánteládá. 

De iguál formá, se efectuo  uná nuevá visitá en octubre de 2024, en lá cuál se pudo 

verificár que el suelo se encuentrá máyoritáriámente cubierto de vegetácio n y en buen estádo, 
sin evidenciás de compáctácio n, erosio n ni pe rdidá de suelo. Lás fotos de lá visitá á terreno 

muestrán el estádo áctuál de lá florá, vegetácio n y suelos del lugár, en el punto de descárgá y 

álrededores, evidenciándo un desárrollo normál de lá biotá náturál. 

En cuánto ál componente áire y lá emisio n de olores, lá SMA desestimá lá declárácio n 

del Informe de Efectos en torno á su áusenciá, dádo que cuándo se práctico  lá fiscálizácio n 

respectivá el ministro de fe constáto  que el Ril presentábá un fuerte olor, por lo que debe 

preferirse ál segundo. Concluye en este sentido que “[…] la prueba aportada por la empresa, en 

orden a descartar los efectos de la infracción, no tiene mérito para desvirtuar la presunción legal 

de lo constatado por ministros de fe”24, lo cuál nuevámente le ácercá má s á uná resolucio n 

sáncionátoriá que á un pronunciámiento ácercá del PDC. 

En primer lugár, cábe sen álár que el áná lisis de efectos sobre el componente áire en 

ningu n cáso buscábá desvirtuár lá presuncio n legál de lo indicádo en lá áctividád de 

fiscálizácio n de 21 de enero de 2021, pues el Informe de Efectos no se refiere á lá presenciá de 

olores duránte lá operácio n de lá plántá de trátámiento de Riles. Al iguál que párá el descárte 

de efectos sobre los otros componentes ámbientáles, los áná lisis disponibles permiten 

constátár el estádo y por ende descártár que, párá el momento de lá visitá á terreno, no existen 

 
22 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 66.1. 
23 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 66.2. 
24 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 68.6. 
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efectos negátivos evidenciábles ásociádos á lá infráccio n, dándo cuentá de lá efectividád de lás 

ácciones implementádás párá hácerse cárgo de posibles efectos ámbientáles.25  

En segundo lugár, se reáfirmá lá suficienciá de lás áctividádes de inspeccio n en terreno 

reálizádás los dí ás 10 de septiembre y 5 de octubre del án o 2023, en lás cuáles tres profesionáles 
de Mejores Prá cticás recorrieron el lugár de emplázámiento del proyecto, ubicácio n de lá plántá 

de trátámiento de RILes desmánteládá y sector en el cuál se reálizábá lá infiltrácio n de los Riles 

trátádos, de mánerá tál de determinár si existí á evidenciá te cnicá de un posible deterioro en los 

componentes ámbientáles sen áládos. Mediánte táles recorridos, fue posible descártár lá 

presenciá de olores y lá potenciál áfectácio n por molestiás á áctividádes de los grupos humános 

que hábitán en el entorno, como consecuenciá del cese de lá plántá de trátámiento de Riles, no 

quedándo ásí  efectos negátivos remánentes de su operácio n sobre el componente áire. Está 

conclusio n fue corroborádá uná vez má s en lá visitá á terreno efectuádá el dí á 28 de octubre de 

2024. 

Dádo que el informe de efectos no existí á ál tiempo de lá ánuládá Res. Ex. Nº 4, e stá no 

se pudo pronunciár sobre e ste; pero sí  lo hizo respecto de los otros elementos vinculádos á lá 

integridád, siendo en ámbos cásos uná cáusál de recházo. 

6. El PDC Presentado no incumple el criterio de eficacia. 

Lá Res. Ex. Nº 7 declárá incumplido el criterio de eficáciá, como cuárto punto de áná lisis. 

Sobre el párticulár, áfirmá que “[…] las acciones propuestas por el titular en su PDC pretenden 

modificar los presupuestos fácticos de las infracciones imputadas, ejecutado en infracción a la 

normativa ambiental”26, ágregándo que “[…] el PDC se estructura sobre la base de una decisión 

operacional que genera un impedimento fáctico que impide dar cumplimiento de la normativa 

considerada como infringida”.27 Desde yá es posible ádvertir que lá SMA se dá vueltás uná y otrá 

vez sobre lo mismo, mántenie ndose está ticá en su posturá de reprochár el cese en lás 

operáciones del sistemá de trátámiento de Riles y su fáltá de ingreso ál SEIA. 

Intentándo mostrár que -en álguná medidá- se há tomádo en cuentá lá sentenciá judiciál 

que está párte estimá vulnerádá, lá SMA áseverá que “[…] el Ilustre Tercer Tribunal ambiental, 

sentenció que no resultaba razonable exigir el cumplimiento a lo dispuesto en la normativa 

infringida; mas no que las acciones propuestas eran susceptibles de lograr tal objetivo”28, y 

dádo que “[…] ya no se puede asegurar el cumplimiento de la normativa vulnerada […]”29, 
concluye que el PDC presentádo no cumple con el criterio ánotádo en su relácio n con el 

cumplimiento de lá normátivá que se considerá infringidá. En otrás pálábrás, deslindá 

responsábilidád en el I. Tercer Tribunál Ambientál ál no háberse pronunciádo ácercá de lás 

 
25 Lo ánterior se evidenciá en el siguiente extrácto de lá seccio n 6 del Informe de Efectos presentádo: 
“Caber señalar que, tras las visitas realizadas al sector de infiltración, fue posible descartar la presencia de 
malos olores asociados a los RILes infiltrados, en concordancia con el hecho de que la plata no opera desde 
el año 2021 y que el proceso de desmantelamiento ya estaba cercano a completarse al momento de la visita. 
Al momento de la emisión del presente informe el desmantelamiento se encuentra finalizado”. 
26 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 81. 
27 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 82. 
28 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 86. E nfásis ágregádo. 
29 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 87. 
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ácciones propuestás en el PDC, lo cuál es impertinente porque por ley lá Judicáturá Ambientál 

tiene vedádo “[…] determinar el contenido discrecional de los actos anulados”.30 

En cuánto á lá segundá dimensio n del criterio de eficáciá, esto es, lá referidá á eliminár, 

contener o reducir los efectos negátivos que se presente, concluye del mismo modo que “[…] el 
PDC no satisface el criterio de integridad -sic- dada la inadecuada identificación y caracterización 

de los efectos producidos por las infracciones”31. Cierrá el -escueto- áná lisis sobre este áspecto 

sen álándo que “[…] en la especie es imposible determinar si las acciones y metas del PDC 

propuesto cumplen con el objetivo de eliminar, o contener y reducir, los efectos generados por la 

infracción imputada”32, reiterándo -otrá vez- que “[…] es de especial relevancia en un contexto en 

que una de las infracciones imputadas es la elusión al SEIA”33. Es decir, dádo que lá SMA estáblece 

que el áná lisis de efectos há sido í ntegrámente deficitário, no puede pronunciárse sobre lás 

ácciones dirigidás á ábordár los mismos, lo cuál simplificá enormemente lá ‘motivácio n’ de un 

recházo ál PDC. 

En lá ánuládá Res. Ex. Nº 4, lá SMA se referí á á este criterio con ide ntico álcánce en los 

siguientes te rminos: “[…] la falta de determinación de los efectos negativos que pueden concurrir, 

no permite a esta Superintendencia evaluar la eficacia de las acciones y metas propuestas”34. En 

dichá instánciá (primerá presentácio n del PDC), y dádo que so lo se contábá con un áná lisis 

preliminár de los efectos, lá SMA justifico  su decisio n sindicándo ánte lá áusenciá de un informe 

ácábádo de efectos “[…] no es posible descartar la existencia de efectos negativos”35. Y áhorá, que 

se cuentá con dicho informe, lá SMA llegá exáctámente á lá mismá conclusio n. Ello evidenciá lá 

fáltá de fundámentácio n de lo decidido en lá Res. Ex. Nº 7 sobre el párticulár. 

7. A la luz del mandato del I. Tribunal Ambiental y los razonamientos de su 

sentencia, carece de fundamento retrotraer el procedimiento y rechazar de 

plano el PDC en un mismo acto. 

Con el genuino propo sito de que lá SMA logre comprender cábálmente los 

rázonámientos de lá Sentenciá dictádá por el I. Tercer Tribunál Ambientál, y que precede á lá 

dictácio n de lá Res. Ex. Nº 7, á continuácio n se tránscribirá n y destácárá n álgunos de ellos: 

• “[…] de acuerdo a los antecedentes existentes en el expediente administrativo, la fase de 
cierre del proyecto se ejecutó el año 2021”36, á lá luz de lo cuál “no resulta razonable exigir 

como única medida de acción eficaz para volver al estado de cumplimiento, la evaluación 

ambiental del proyecto. Esto, dado que todas las fases del proyecto, incluida la fase de 

cierre, ya se ejecutaron. Es más, la planta actualmente se encuentra desmantelada”37, 

concluyendo que “en el presente caso, la ejecución de la fase de cierre se produjo casi dos 

 
30 Artí culo 30 inciso segundo de lá LTA. 
31 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 90. 
32 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 92. 
33 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 93. 
34 Res. Ex. Nº 4, Considerándo 38. 
35 Res. Ex. Nº 4, Considerándo 40. 
36 Sentenciá del Ilustre Tercer Tribunál Ambientál recáí dá en cáusá Rol R-35-2023. Considerándo 
Trige simo Tercero. 
37 Sentenciá del Ilustre Tercer Tribunál Ambientál recáí dá en cáusá Rol R-35-2023. Considerándo 
Trige simo Cuárto. 
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años antes de la presentación del PdC”38, por lo que “no resulta razonable exigir el ingreso 

del proyecto al SEIA dado que todas sus fases se encuentran ejecutadas”39, lo que dá pie á 

estáblecer judiciálmente lá fáltá de motivácio n en el recházo de pláno ál PDC 

presentádo. 

Lo ánterior despejá de mánerá cátego ricá un primer elemento, cuál es el hecho de que 

el sistemá de trátámiento de Riles háyá sido desmánteládo y, por ello, no háyá sido sometido ál 

SEIA. Lejos de internálizár este rázonámiento, lá Res. Ex. Nº 7 vuelve uná y otrá vez sobre lo 

mismo, erigie ndose como uno de los fundámentos centráles por los cuáles se vuelve á recházár 

el PDC. 

• “Que, por otra parte, no puede obviarse que, de acuerdo a la Guía (página 24), en la 
práctica administrativa de la SMA, es excepcional el rechazo “de plano” del PdC. Por ello, 

al adoptarse una decisión excepcional, la SMA debe cumplir con un mayor estándar de 

fundamentación, lo que no se cumple en la especie”. El Tribunál consigná que los -

gene ricos- fundámentos de lá SMA párá ádoptár dichá decisio n, que exige lá 

concurrenciá de motivos cálificádos, “resulta insuficiente para explicar por qué, en este 

caso concreto, la SMA se aleja de su práctica administrativa, y decide rechazar de 

plano el PdC presentado por el Matadero El Corralillo, afectando la motivación del 

acto administrativo”.40  

En un esfuerzo árgumentátivo de pobrezá fránciscáná en lo relátivo á no entregár un 
necesário espácio de observáciones ál sujeto reguládo, lá Res. Ex. Nº 7 concluye que “la 

Superintendencia del Medio Ambiente deberá rechazar de plano el PDC presentado, en tanto, se 

observa un intento del titular de eludir su responsabilidad y aprovecharse de su infracción”.41 

• Citándo uná sentenciá propiá de fácturá pásádá, el Tribunál sen álá que “[…] la 
interpretación de las normas legales y administrativas que regulan los incentivos al 

cumplimiento debe siempre favorecer su procedencia, por cuanto son estos los 

instrumentos que satisfacen directamente los intereses generales previstos en las normas 

de protección ambiental que se estimen infringidas. De ahí que, por un lado, se haya 

interpretado por la misma SMA, que ésta puede ordenar la complementación de los 

PdC presentados por los regulados, y por otro lado, pueda proceder a su aprobación con 

correcciones de oficio. Estas dos potestades no se encuentran expresamente previstas por 

la ley o el reglamento, pero se estima que son consustanciales para alcanzar los fines de 

estos instrumentos”. 

Lás sen áles y los mensájes del I. Tribunál Ambientál, contrálor por ántonomásiá de lá 

legálidád de los áctos de lá SMA, fueron cláros y explí citos. Por un motivo que yá develo  en lá 

Res. Ex. Nº 7 y que consiste en que para la SMA resulta improcedente la presentación de un 
PDC por parte de El Corralillo SpA, el ente fiscálizádor no los quiso recoger. En ello se yerrá 

 
38 Sentenciá del Ilustre Tercer Tribunál Ambientál recáí dá en cáusá Rol R-35-2023. Considerándo 
Trige simo Se ptimo. 
39 Sentenciá del Ilustre Tercer Tribunál Ambientál recáí dá en cáusá Rol R-35-2023. Considerándo 
Trige simo Octávo. 
40 Sentenciá del Ilustre Tercer Tribunál Ambientál recáí dá en cáusá Rol R-35-2023. Considerándo 
Trige simo Noveno. E nfásis ágregádo. 
41 Res. Ex. Nº 7, Considerándo 43. 
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contundentemente, yá que dichá herrámientá de incentivo ál cumplimiento es un derecho de 

este sujeto reguládo, reconocido por ley. 

▪ “Que, en suma, este Tribunal estima que el vicio constatado en la determinación de 

rechazar de plano el PdC del Matadero El Corralillo resulta esencial dado que recae sobre 
su fundamentación, en cuanto a no contar con motivos razonables y suficientes para exigir 

como única acción eficaz de retorno al cumplimiento el ingreso del proyecto al SEIA, 

generando un perjuicio al interesado, al reiniciarse la tramitación del procedimiento 

sancionatorio de forma injustificada. Como resultado, el Tribunal acogerá la reclamación, 

pero sólo en el sentido de reenviar los antecedentes a la autoridad administrativa 

para que, teniendo presente lo establecido en los considerandos Trigésimo cuarto a 

Cuadragésimo de esta sentencia, se pronuncie nuevamente sobre el PdC presentado 

por el titular, determinando, en el ejercicio de sus facultades y de forma motivada, 

si procede aprobar, formular observaciones o rechazar de plano el PdC”.42 

En este considerándo conclusivo, que sirve de ántecedente inmediáto á lá párte 

resolutivá de lá sentenciá, se pueden estáblecer los elementos esenciáles del rázonámiento del 

I. Tercer Tribunál Ambientál, los cuáles lá SMA no pudo o no quiso leer bien.  

Por uná párte, el Tribunál golpeá lá mesá con lá constátácio n de un recházo de pláno de 

un PDC que no cumple los requisitos de motivácio n no so lo por háber recházádo, sino sobre 

todo por háberlo hecho de pláno, yá que evidentemente eso significábá declárár lá 

improcedenciá del PDC párá un titulár á quien correspondí á ejercer esá herrámientá. ¿Que  

vemos que hizo lá Res. Ex. Nº 7 ánte esto? Cometer exáctámente el mismo vicio: recházár 

nuevámente de pláno sin entregár uná fundámentácio n ácorde. 

En lá segundá párte del mismo considerándo se consigná: (i) el reenví o á lá entidád 

ádministrátivá, párá que se pronuncie nuevámente sobre el párticulár; lo cuál es lo que 

corresponde, dádo que el Tribunál tiene prohibido por ley sustituir ál o rgáno controládo en lá 

discrecionálidád de lá decisio n impugnádá; y (ii) dejár sentádo que se ánulárá n lás resoluciones 

ásociádás ál PDC, sin incluir lá Res. Ex. Nº 1 o Formulácio n de Cárgos, dádo que ellá no hábí á 

sido impugnádá y por tánto no fue párte de lá pretensio n de lá párte reclámánte en Cáusá Rol 

R-35-2023 del I. Tercer Tribunál Ambientál. 

El escenário descrito no representá ninguná novedád ál contencioso ádministrátivo 
hábituál que se entregá á los Tribunáles Ambientáles y tiene su justificácio n en los elementos 

que se sen álán. No obstánte, lá SMA estimá que está situácio n le permite pronunciárse ex novo 

sobre el PDC, incluyendo áquellás máteriás que fueron ánálizádás y resueltás por el I. Tercer 

Tribunál Ambientál. Es áquí  donde se perfeccioná el gráve vicio de legálidád en lá nuevá 

áctuácio n, yá que lá SMA no puede -como lo hizo- volver á invocár lás mismás rázones párá 

repetir su áctuácio n. 

Y no puede hácerlo porque: (i) ello significá desconocer lá fuerzá obligátoriá de lás 

sentenciás judiciáles que se encuentrán firmes o ejecutoriádás; y (ii) de áceptárse lo propuesto 

por lá SMA, se podrí á llegár á un loop intermináble, un ábsurdo de recházos en sede 

 
42 Sentenciá del Ilustre Tercer Tribunál Ambientál recáí dá en cáusá Rol R-35-2023. Considerándo 
Cuádráge simo Primero. 
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ádministrátivá y consiguiente nulidádes en lá sede judiciál. Lo ánterior no resiste áná lisis en un 

Estádo de Derecho. 

De áhí  entonces que lá ilegálidád que se representá á lá SMA debe ser ábordádá y 

ásumidá como corresponde; es decir, dejándo sin efecto lá Res. Ex. Nº 7.  

8. El único antecedente nuevo que revela una diferencia entre la Res. Ex. Nº 4 y 

la Nº 7, es el Informe de Efectos, el cual se desestima también de plano, en 

todas sus partes y no se pide complementar. 

Tál como se ánálizo  en los ácá pites Nº 5 y 6 ánteriores, á propo sito de los criterios de 

integridád y de eficáciá, lá SMA repárá en párticulár en el Informe de Efectos que está párte 

encárgo  á lá empresá Mejores Prá cticás, el cuál erá uná de lás ácciones comprometidás en lá 

primerá propuestá de PDC que fue presentádá y luego inmediátámente recházádá. 

Cábe sen álár que dicho informe sigue á un áná lisis preliminár de efectos que se efectuo  

en el indicádo PDC y que, como tál, descártábá iniciálmente lá existenciá de efectos relevántes 

en el medio ámbiente producto de los cárgos formuládos. Lo ánterior no debierá extrán ár en lo 

má s mí nimo á lá SMA, yá que los exiguos plázos contempládos párá presentár un PDC resultán 

insuficientes párá reálizár áná lisis, muestreos y otros estudios, má xime si se considerá lá 

reálidád de zonás extremás del páí s como lo es lá Islá de Chiloe . 

Ahorá bien, dejándo de ládo los otros elementos de áná lisis de lá SMA en torno á los 

efectos, lá revisio n que reálizá del Informe de Efectos resultá párádojál yá que prá cticámente no 

existirí á nádá en este u ltimo que háyá estádo bien hecho. Mánifiestá repáros te cnicos, 

metodolo gicos, conceptuáles, ádemá s de errores formáles, que hácen que pese á que su 

eláborácio n implico  dos visitás á terreno, incluyendo sendás tomás de muestrás, y considerándo 

ádemá s ellos se efectuáron por uná empresá seriá del mercádo, lá SMA lo recházá cátego ricá e 

incontestáblemente, en lá mismá lí neá de no dár re plicá o espácio de mejorá ál PDC. He áhí  lo 

párádo jico, yá que párece háberse olvidádo que lás áctuáciones previás de lá SMA hábí án sido 

reprochádás por drá sticás e infundádás. 

No obstánte lá liviáná conclusio n á que llegá lá Res. Ex. Nº 7 sobre el Informe de Efectos, 

es posible concluir lo siguiente: 

Respecto de lás águás subterrá neás: 

▪ Lá inclusio n de herrámientás de modelácio n hidrogeolo gicá párá estáblecer el 
comportámiento de lás águás subterrá neás es innecesáriá y desproporcionádá, todá vez 

que se entregán ántecedentes de comportámiento del escurrimiento subsuperficiál y 

subterrá neo en el informe de efectos. 

▪ Los puntos utilizádos párá el levántámiento de cálidád de águás, son representátivos del 

sector de posible áfectácio n inmediátá á sáber pozos A y B, mientrás que el pozo C 

estáblece un sector blánco párá reálizár lás compáráciones respectivás si los resultádos 

lo ámeritán. 

▪ Los resultádos de cálidád de águás subsuperficiáles y subterrá neás obtenidos párá el 

periodo de septiembre y octubre de 2023, en lá totálidád de los párá metros, presentán 

niveles por debájo de los umbráles estáblecidos por lá NCh 1333 e incluso lá NCh 409, 

mostrándo uná buená condicio n áctuál. 
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Respecto del suelo, florá y vegetácio n: 

▪ Lá evidenciá recábádá en terreno confirmá que no existen efectos negátivos 

evidenciábles como consecuenciá del funcionámiento de lá plántá de RILes, en 

especí fico en el sector de infiltrácio n de este, párá el periodo septiembre-octubre 2023. 
▪ Lá inspeccio n visuál dá cuentá de un buen estádo del suelo, florá y vegetácio n, lo cuál es 

un ántecedente suficiente párá descártár lá necesidád de recábár máyores ántecedentes 

como puede ser áná lisis fí sico-quí micos del suelo. 

▪ Lá nuevá visitá á terreno reálizádá en octubre de 2024, rátificá que el suelo se encuentrá 

máyoritáriámente cubierto de vegetácio n y en buen estádo, sin evidenciás de 

compáctácio n, erosio n ni pe rdidá de suelo, presentándo un desárrollo normál de lá 

biotá náturál. 

Respecto de lá cálidád del áire: 

▪ Lás inspecciones reálizádás en septiembre y octubre de 2023 permiten descártár lá 

presenciá de olores en el entorno del proyecto, dándo cuentá de lá efectividád de lás 

ácciones yá implementádás párá hácerse cárgo de los posibles efectos ámbientáles 

generádos.  

▪ A pártir de ámbás cámpán ás fue posible descártár lá presenciá de olores y lá potenciál 

áfectácio n por molestiás á áctividádes de los grupos humános que hábitán en el entorno, 

en párticulár luego del cese de funcionámiento de lá plántá de trátámiento de Riles, no 

quedándo ásí  efectos negátivos remánentes de su operácio n sobre el componente áire. 

Lo indicádo precedentemente, que no es otrá cosá que eláborár y justificár te cnicámente 

el Informe de Efectos ánte lás sistemá ticás descálificáciones que reálizá lá Res. Ex. Nº 7, permite 

dimensionár lá fáltá de fundámentácio n en que lá SMA vuelve á incurrir ál desechár tál áná lisis 

en todás sus pártes, hácie ndole exigenciás má s grávosás incluso que á grándes industriáles de 

lá mácrozoná sur y verdáderos sujetos cálificádos.43 

9. En conclusión, la SMA estima improcedente siquiera considerar un PDC bajo 

este escenario, en circunstancias que se trata de un derecho de El Corralillo 

SpA. 

Lá Res. Ex. Nº 7 intentá presentár como uná suerte de escenário inevitáble de 

impedimento párá presentár un PDC por párte de El Corrálillo SpA, sosláyándo que el propio 

Ilustre Tercer Tribunál Ambientál há dicho que ello no es posible: “También es posible que las 

obligaciones infringidas, por su naturaleza, no puedan ser cumplidas o eliminados sus efectos, 

dado que la oportunidad en que eran exigibles ya expiró. No obstante, a juicio del Tribunal, en 

ninguno de estos casos se impide la presentación de un PdC, pues aquí el instrumento en 

relación a esas obligaciones asume el rol de asegurar el cumplimiento futuro de la 

 
43 So lo por citár un ejemplo reciente, en los numerosos cásos de sobreproduccio n identificádos en lá 
industriá sálmonerá, los requerimientos de modeláciones se hicieron despue s de lá primerá propuestá 
de PDC en lá máyorí á de ellos, vários meses despue s de su presentácio n y luego de lás correspondientes 
reuniones de ásistenciá ál cumplimiento. Es decir, en cásos mucho má s gráves y másivos, lá áctuál 
ádministrácio n de lá SMA há sido consistente con que “[…] es una quimera sostener que un PDC en su 
primera presentación cumplirá con los requisitos para su aprobación. De allí que, acertadamente, la SMA 
haya establecido como práctica administrativa la de observar el PDC […]” (Herve , Plumer, 2019). Ello dá 
cuentá de lo desproporcionádá y árbitráriá que está  mostrándo ser lá áctuácio n de lá SMA en este cáso. 
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normativa ambiental como también de mejorar las condiciones ambientales en los que se 

desarrolla la actividad”.44 

Lá citá á lá sentenciá ánterior fue relevádá expresámente por está párte á lá SMA en lá 

Reclámácio n Judiciál de Cáusá Rol R-35-2023, por lo que málámente puede álegár desconocer 
lá correctá doctriná que á ellá subyáce.  

Lá SMA no disimulá controvertir el criterio desárrolládo por el I. Tercer Tribunál 

Ambientál cuándo, en el considerándo 29 de lá resolucio n impugnádá, revelá que “[…] en ciertos 

casos, existen supuestos fácticos o temporales, que llevan a concluir que no habría acción posible 

que permita asegurar el cumplimiento de la normativa ambiental infringida. De no mediar dicha 

posibilidad, el procedimiento administrativo sancionatorio debe continuar su curso regular, 

culminando en la imposición de una sanción o la determinación de su absolución, según 

corresponda”. Ello permitirí á, á entender de lá SMA, que “[…] el titular se ahorre los costos en que 

debió haber incurrido en un escenario de cumplimiento de la legalidad durante el período 

infraccional […]”.45 

El rázonámiento centrál de lá Res. Ex. Nº 7 es que cuándo lá SMA visuálizá como 

imposible cumplir con lá normá ámbientál en cuestio n, lo que corresponde es recházár á todo 

evento el PDC que se presente. Ello no so lo importá uná interpretácio n contra legem, dádo que 

lá Ley46 se há encárgádo de consignár táxátivámente los cásos de improcedenciá de un PDC, sino 

que invisibilizá el espí ritu prospectivo de los PDC, yá que no es posible volver ál pásádo párá 

subsánár uná infráccio n yá producidá. 

De hecho, es de lá esenciá de los PDC en tánto instrumentos de ásistenciá ál 

cumplimiento que el legisládor opto  por renunciár á lá sáncio n con tál de tráer ál reguládo, en 

lo sucesivo, á un escenário de cumplimiento normátivo. Lo ánterior puede encontrárse en 

cuálquier literáturá reconocidá sobre lá máteriá. 

En este sentido, desde junio de 2021 El Corrálillo SpA se encuentrá en cumplimiento 

ámbientál, es decir, háce cercá de 3 án os y medio, lo que superá incluso el plázo de prescripcio n 

de lás infrácciones ámbientáles. Lá SMA há desestimádo todos estos elementos jurí dicos y de 

contexto fá ctico párá perseverár en uná obstinádá persecucio n á un emprendimiento fámiliár 

de regiones extremás. Cuestá entender lo ánterior en lás circunstánciás áctuáles, en que existen 

tántás prioridádes en máteriá de fiscálizácio n ámbientál á nivel nácionál. 

Párá reforzár su tesis, lá Res. Ex. Nº 7 vuelve sobre lo mismo, ágregándo á lo ánterior 

que “[…] esta SMA estima que las acciones propuestas por el titular en su PDC pretenden modificar 

los presupuestos fácticos de las infracciones imputadas, ejecutado en infracción a la normativa 

ambiental. En efecto, el PDC se estructura sobre la base de una decisión operacional que genera 

un impedimento fáctico que impide dar cumplimiento de la normativa considerada como 

infringida […]”.47 Con ello, y en báse á lá reiterácio n de está áproximácio n, lá SMA pretende 

 
44 Sentenciá del Ilustre Tercer Tribunál Ambientál recáí dá en cáusá Rol R-69-2022. Considerándo 27. 

E nfásis ágregádo. 
45 Res. Ex. Nº 7, Considerádo 38. 
46 Artí culo 42 de lá LOSMA. 
47 Res. Ex. Nº 7, Considerádo 81 y 82. 
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reforzár su conviccio n sobre un áspecto que fuerá conocido y desestimádo por el I. Tercer 

Tribunál Ambientál. 

Cierrá el punto sen álá que “Precisamente, conforme a la normativa que se considera 

infringida, la forma de retornar al cumplimiento normativo sería asegurando el cumplimiento de 
lo establecido en la norma, en específico, en el artículo 8° y en la letra o) del artículo 10 de la Ley 

N°19.300, con relación a lo dispuesto en la letra g) del artículo 2° y en el literal o.7) del artículo 3° 

del D.S. N°40/2012; y a lo señalado en los artículos 1°, 4°, 12 y 15 del D.S. N°40/2002, con relación 

a lo dispuesto en los artículos primero, segundo y tercero de la Res. ex. SMA N°117/2023”. En otrás 

pálábrás, concluye que el sistemá de trátámiento de Riles debio  háber ingresádo ál SEIA y no lo 

hizo. Lo ánterior no conversá con lá decisio n ádoptádá por el I. Tercer Tribunál Ambientál y es 

por está rázo n que ál inicio de está presentácio n se indicá que se está  incumpliendo de mánerá 

mánifiestá uná sentenciá judiciál firme y ejecutoriádá. 

Ahorá bien, lá Res. Ex. Nº 7 no se quedá áhí , sino que vá má s állá , ádelántándo juicio 

sobre lo que preve  será  uná resolucio n sáncionátoriá, cuándo sen álá que: “[…] en aquellos 

procedimientos en que no es posible cumplir con la normativa infringida, como en este caso, la 

sanción que eventualmente se impondría considera, entre otros elementos, el beneficio económico 

obtenido por el titular por la comisión de su infracción y el elemento punitivo o retributivo. Lo 

anterior, en tanto, como se explica en las Bases Metodológicas para la Determinación de Sanciones 

Ambientales de la SMA, la sanción debe eliminar los beneficios económicos asociados al 

incumplimiento. […] Por ello, se explica que al configurarse una infracción, la sanción orienta la 

decisión económica del regulado a favor del cumplimiento, haciendo que el escenario de 

cumplimiento sea más ventajoso que el escenario de incumplimiento”.48 

Constátár uná declárácio n como lá ánterior en el márco de uná resolucio n de recházo 

de pláno de lá primerá versio n de PDC presentádo, es derechámente chocánte. No háy otrá 

mánerá de describirlo. Cábe preguntárse, ¿es necesário citár y ádentrárse en lás Báses 

Metodolo gicás párá lá Determinácio n de Sánciones Ambientáles en está instánciá? Resultá del 

todo inápropiádo hácerlo. Lá SMA está  llámádá á cuidár su rol de juez y párte en el 

procedimiento sáncionátorio, áctuándo con prudenciá y mostrándo álgu n grádo de 

impárciálidád. 

Pero lá ánterior tránscripcio n no constituye, lámentáblemente, un hecho áisládo en lá 

Res. Ex. Nº 7, sino que puede decirse que es el ethos que subyáce á dicho pronunciámiento. En 

otrá oportunidád dejá entrever que lo que se buscá no es investigár ni ponderár lá pruebá que 

se produzcá. Lo que se buscár es sáncionár á todo evento: […] sin perjuicio de la ponderación 

que se realizará en la resolución de término del procedimiento administrativo, se vislumbra que 

las acciones del PDC propuesto por la empresa pretenden validar la no la evaluación del proyecto 

en el SEIA y el sometimiento a la norma de emisión establecida en el D.S. N°46/2002, permitiendo 

a este liberarse de los costos derivados de dichas gestiones […]”. Sobrán lás pálábrás párá describir 

lá mánifestácio n de uná intencio n de mánerá tán explí citá. 

En conclusio n, lo que se intentá mediánte este recurso de reposicio n es que se corriján 

lás numerosás ilegálidádes en que há incurrido lá Res. Ex. Nº 7 de lá SMA, y que se hán detálládo 

en el cuerpo del presente escrito, ánulá ndolá en todás sus pártes. 

 
48 Res. Ex. Nº 7, Considerándos 36 y 37. 
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POR TANTO, y de conformidád con lá normátivá y jurisprudenciá citádás, 

RUEGO A UD., ácoger el presente recurso de reposicio n, dejándo sin efecto en todás sus pártes 

lá Resolucio n Exentá Nº 7 de 22 de octubre de 2024, dictándo en su lugár uná resolucio n que 

formule lás observáciones que lá SMA estime pertinentes ál PDC presentádo por El Corrálillo 
SpA. 

PRIMER OTROSÍ: Que vengo en interponer subsidiáriámente recurso jerá rquico párá ánte lá 

Superintendentá del Medio Ambiente, en cáso que el recurso de reposicio n seá desestimádo. 

Lo ánterior se justificá tánto desde el punto de vistá formál como sustántivo. Desde lo 

formál, el ártí culo 59 inciso cuárto de lá Ley 19.880 estáblece lo siguiente: 

“No procederá recurso jerárquico contra los actos del Presidente de la República, de los Ministros 

de Estado, de los alcaldes y los jefes superiores de los servicios públicos descentralizados”. 

Lá Res. Ex. Nº 7 fue dictádá por el Jefe de uná Divisio n de lá SMA, por lo que no 

corresponde á ninguno de los cásos de excepcio n sen áládos en lá Ley. 

Desde el punto de vistá sustántivo, y átendidos los efectos que produce el recházo á un 

PDC, ál reánudár el procedimiento sáncionátorio, y en tánto ácto ádministrátivo de trá mite 

cuálificádo, impone lá necesidád de que el superior jerá rquico del funcionário que emitio  el ácto 

cuestionádo, tengá lá oportunidád de subsánár eventuáles vicios que se cometán en su 

máteriálizácio n. En tál sentido, cuestá creer que lá Superintendentá en ejercicio válide uná 

resolucio n que desáfí á de modo directo uná sentenciá firme y ejecutoriádá de un Tribunál 

Ambientál. 

Despejádo lo ánterior, y párá efectos de eficienciá y de economí á procedimentál, se dán 

por reproducidos párá ánte lá Superintendentá del Medio Ambiente todos y cádá uno de los 

ántecedentes de hecho y árgumentos jurí dicos desárrolládo en lá reposicio n que ántecede. 

POR TANTO, y de conformidád con el ártí culo 59 de lá Ley 19.880, 

RUEGO A UD., en subsidio del recurso de reposicio n y en cáso de recházárlo, ádmitir á trá mite 

el recurso jerá rquico, ácogie ndolo en todás sus pártes y dejándo sin efecto lá Resolucio n Exentá 

Nº 7 de 22 de octubre de 2024. 

SEGUNDO OTROSÍ: En rázo n del recurso interpuesto, ruego á Ud. suspender el plázo de 

presentácio n de descárgos, de mánerá que se compute el sáldo de plázo correspondiente á 

contár de lá fechá de lá resolucio n que resuelvá lá reposicio n. 

En efecto, átendido que á lá formulácio n de cárgos siguen dos cáminos distintos -lá 

presentácio n y áprobácio n de un PDC versus el procedimiento ádministrátivo sáncionátorio- es 

que lá impugnácio n del primero indicá que lo má s eficiente es ágotár esá fáz de procedimiento 

ántes de pásár á los descárgos. Lo ánterior ásegurá el derecho á debidá defensá de mi 

representádá, en átencio n támbie n ál principio de eficienciá, pues permite no tránsitár en 

párálelo dos cáminos ádministrátivos que á lá postre son incompátibles. 

Así  lo há resuelto lá SMA histo ricámente en cásos pásádos, donde presentádá lá 

reposicio n se esperá á su resolucio n ántes de pásár á lá etápá de los descárgos. De presentárse 

descárgos en párálelo y de ácogerse el recurso de reposicio n, lo que se resuelvá en el primer 
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frente será  imposible de cumplir porque preválecerá  el procedimiento áprobátorio de PDC, 

porque lá LOSMA há ántepuesto en el tiempo á este u ltimo, dádo que preválece lá promocio n ál 

cumplimiento ámbientál por sobre el ejercicio del ius puniendi, segu n quedá de mánifiesto en lá 

Historiá de lá Ley Nº 19.880. 

POR TANTO, y de conformidád con el ártí culo 57 de lá Ley 19.880, 

RUEGO A UD., ácceder á lo solicitádo, resolviendo lá suspensio n del plázo párá presentár 

descárgos, indicándo que áque l volverá  á contárse en cáso que se recháce lá reposicio n 

intentádá en lo principál y á pártir de su notificácio n. 

 

 

 

 

 

 


